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SUGERENCIAS 

La Comisión de Agricultura y Desarrollo Rural pide a la Comisión de Mercado Interior y 

Protección del Consumidor, competente para el fondo, que incorpore las siguientes 

sugerencias en la propuesta de Resolución que apruebe: 

1. Considera fundamental garantizar que el Derecho europeo en materia de competencia 

tenga en cuenta las características específicas de la agricultura y esté al servicio del 

bienestar de los productores y los consumidores, que desempeñan un papel importante en 

la cadena de suministro; estima que el Derecho europeo en materia de competencia debe 

crear las condiciones para un mercado más eficiente que permita a los consumidores 

beneficiarse de una gran selección de productos de calidad a precios competitivos, al 

tiempo que garantiza que los productores primarios tienen incentivos para invertir e 

innovar, sin que se vean excluidos del mercado mediante prácticas comerciales desleales; 

2. Pide a la Comisión que aplique de forma rigurosa el Derecho europeo en materia de 

competencia en los casos en los que se puedan sancionar las prácticas comerciales 

desleales; opina, no obstante, que en la mayoría de los casos de prácticas comerciales 

desleales no se aplican los instrumentos legislativos y reglamentarios existentes; 

considera asimismo que la legislación antitrust por sí sola resulta inapropiada para 

solucionar las prácticas comerciales desleales, puesto que los requisitos técnicos para una 

«posición dominante» no se suelen cumplir, aunque puede que, en la práctica, algún 

minorista ocupe una posición dominante en una situación de mercado específica; 

3. Señala que las prácticas comerciales desleales en la cadena de suministro alimentario 

pueden adoptar diversas formas:  

 – modificaciones unilaterales y con valor retroactivo de los contratos;  

 – tasas fijas que aplican las empresas a los proveedores como requisito para formar 

parte de una lista de proveedores («pagar para quedarse»);  

 – pagos retrasados de hasta 120 días, muy por encima del límite de 60 días («te pago 

más tarde»);  

 – descuentos arbitrarios que se conceden a sí mismas las grandes empresas por pagar 

pronto o a tiempo;  

 – descuentos retrospectivos para importes pendientes que se deben a un proveedor;  

 – minoristas que obligan a los proveedores a utilizar determinados productores de 

embalaje que abonan a los supermercados una comisión por los encargos que 

reciben; 

4. Reconoce que las prácticas comerciales desleales se deben principalmente a 

desequilibrios de ingresos y de poder en la cadena de suministro alimentario, y que deben 

abordarse urgentemente a fin de mejorar la situación para los agricultores del sector 

alimentario; observa que la venta por debajo del coste de producción y el grave uso 

indebido de los alimentos agrícolas básicos (por ejemplo productos lácteos, frutas y 

hortalizas) como «productos reclamo» por parte de la gran distribución amenazan la 

sostenibilidad a largo plazo de la producción europea de estos artículos; reconoce que en 

algunos Estados miembros es particularmente acusada la concentración del mercado en el 

comercio de alimentos; acoge con satisfacción esfuerzos como la Iniciativa Tierwohl de 

Alemania destinada a ayudar a los agricultores a competir en función de los méritos de 
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sus productos; 

5. Señala que las prácticas comerciales desleales acarrean graves consecuencias negativas, 

para los agricultores, por ejemplo, menores beneficios o costes más elevados de lo 

previsto, sobreproducción o despilfarro de alimentos, y dificultades en la planificación de 

la financiación; hace hincapié en que estas prácticas producen también efectos negativos 

en el funcionamiento del mercado único y pueden frenar la inversión y llevar a una menor 

innovación en los productos, además de reducir la calidad y la variedad de los productos; 

destaca que estas consecuencias negativas, en último término, disminuyen las opciones 

de los consumidores; 

6. Señala que, desde 2009, el Parlamento ha adoptado cinco resoluciones sobre problemas 

relacionados con la cadena minorista de la Unión, entre ellas, tres dedicadas 

específicamente a los desequilibrios y abusos en la cadena de suministro alimentario; 

indica asimismo que, en el mismo periodo, la Comisión ha publicado tres 

comunicaciones y un libro verde y ha encargado dos informes finales sobre cuestiones 

similares; declara, por tanto, que practicar análisis adicionales sobre la situación de la 

cadena de suministro alimentario solo servirá para retrasar medidas urgentes destinadas a 

ayudar a los agricultores a luchar contra prácticas comerciales desleales; 

7. Considera que resultaría beneficiosa una concepción común de las prácticas comerciales 

desleales y, por ello, insta a la Comisión a que establezca una lista abierta de prácticas 

comerciales desleales prohibidas en el ámbito de la Unión; hace hincapié en la falta de 

normas de la Unión para combatir las prácticas comerciales desleales entre los actores de 

la cadena alimentaria; 

8. Insta a todas las partes de la cadena de suministro alimentario a que estudien la opción de 

utilizar contratos normalizados y contratos de nueva generación con los que se compartan 

los riesgos y los beneficios; 

9. Señala que, si bien los productos etiquetados de marcas privadas propias pueden ofrecer 

un mayor valor, más opciones y productos de comercio justo para los consumidores, 

pueden colocar a los minoristas en una posición injusta y anticompetitiva, que les 

convierta tanto en consumidores como en competidores; insiste en que la cuestión de las 

marcas privadas propias requiere especial atención de la Comisión y de las autoridades de 

competencia, y en que es necesario hacer frente a las posibles consecuencias a largo plazo 

para la cadena de suministro alimentario y para la posición de los agricultores en esta; 

10. Reconoce que la reforma de la política agrícola común (PAC) y la nueva organización 

común de mercados única han introducido una serie de medidas destinadas a abordar la 

disparidad de poder de negociación entre los agricultores, el comercio minorista, el 

comercio mayorista y las pymes de la cadena de suministro alimentario, respaldando en 

especial la creación y el desarrollo de organizaciones de productores; subraya la 

importancia de la cooperación entre proveedores; 

11. Señala que el Reglamento (UE) n.º 1308/2013, en el que se prevé la creación de 

organizaciones de productores, está respaldado por los incentivos financieros del segundo 

pilar de la PAC; observa que el marco jurídico amplía la posibilidad de negociación 

colectiva (en algunos sectores) y de contratos de entrega (en todos los sectores) para las 

organizaciones de productores y para sus asociaciones y organizaciones 
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interprofesionales, y también introduce una exención temporal a determinadas normas de 

competencia en periodos de grave desequilibrio en el mercado, sujetas a salvaguardias; 

12. Insta a la Comisión a que promueva firmemente este enfoque para aumentar el poder de 

negociación del productor primario y a que anime a los productores a adherirse a 

organizaciones de productores y sus asociaciones; pone de manifiesto, en especial, la 

vulnerabilidad de los productores pequeños y familiares, que tienen el potencial de crear 

y mantener puestos de trabajo en zonas aisladas, remotas y montañosas; 

13. Considera que el fortalecimiento y la creación de organizaciones de productores deben ir 

acompañados del refuerzo del poder de negociación de los agricultores en la cadena 

alimentaria, especialmente a través del derecho a negociar sus contratos colectivamente; 

14. Pide que se aumente la transparencia y la información facilitada en la cadena de 

suministro y que se refuercen los organismos y las herramientas de información sobre el 

mercado, como el instrumento europeo para el seguimiento de los precios de los 

alimentos y el Observatorio Europeo del Mercado de la Leche, para ofrecer a los 

agricultores datos precisos y oportunos sobre el mercado; 

15. Considera que los precios deben reflejar mejor, a lo largo de toda la cadena de suministro 

alimentario, el valor añadido por los productores primarios; pide, en este sentido, que la 

fijación de los precios al por menor disponga de toda la transparencia necesaria; 

16. Recuerda que los agricultores de varios Estados miembros han conseguido una fuerte 

posición en la cadena de suministro alimentario mediante la creación de cooperativas que 

garantizan que el valor añadido en la fase de procesamiento repercuta en los agricultores, 

y considera determinante que estas cooperativas no sean sometidas a gastos adicionales 

derivados de una burocracia obligatoria y costosa; 

17. Insta a los productores y procesadores a que colaboren con objeto de invertir en 

innovación y de aumentar el valor añadido de sus productos; 

18. Manifiesta su convencimiento de que la concienciación de los consumidores sobre los 

productos agrícolas resulta fundamental para abordar los problemas derivados de los 

desequilibrios de la cadena de suministro alimentario, incluidas las prácticas comerciales 

desleales; pide a todas las partes que participan en la gestión de la cadena de suministro 

alimentario que incrementen la transparencia de esta cadena en su totalidad y que 

aumenten la información para los consumidores mediante sistemas más adecuados de 

etiquetado y certificación de productos, con el fin de permitir a los consumidores tomar 

decisiones con conocimiento de causa sobre los productos disponibles y actuar en 

consecuencia; 

19. Pide a la Comisión que, en estrecha cooperación con los Estados miembros, promueva 

iniciativas mediante las cuales se avise a los consumidores del peligro que representa el 

dumping de precios para la producción primaria, y que en las escuelas y los centros de 

formación se apoyen expresamente campañas de sensibilización al respecto; 

20. Reconoce que, si bien las iniciativas con un carácter meramente voluntario son muy 

importantes y útiles para detectar las preocupaciones, no resultan adecuadas para eliminar 

el «factor miedo» de la cadena de suministro, pues presentan importantes inconvenientes, 
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como un amplio margen de no participación, conflictos de intereses, marcos de 

resolución de controversias incapaces de afrontar el «factor miedo» de los proveedores, 

ausencia de sanciones reales por incumplimiento y una participación escasa o inexistente 

por parte de las autoridades competentes; 

21. Recuerda a la Comisión que, en diciembre de 2013, el Parlamento adoptó un informe de 

iniciativa en el que le pedía que examinara la posibilidad de medidas coercitivas 

independientes para hacer frente al «factor miedo» entre los productores primarios; insta 

a la Comisión a que lo tenga en cuenta en su informe; 

22. Considera que las organizaciones profesionales pueden servir como plataforma que 

permita a los productores primarios, a través de ellas, presentar quejas, sin temores, ante 

una autoridad competente en caso de presuntas prácticas comerciales desleales; 

23. Aboga por procedimientos de los organismos sancionadores que permitan a los 

productores primarios presentar quejas de forma confidencial, y que permitan asimismo a 

los organismos sancionadores llevar a cabo investigaciones por iniciativa propia; insiste 

en que estos organismos sancionadores deben poder imponer un conjunto apropiado de 

sanciones en caso de violación de la normativa en materia de prácticas comerciales 

desleales; 

24. Pone en duda el apoyo inquebrantable de la Comisión a la Iniciativa de la Cadena de 

Suministro (ICS), a la vista de sus limitaciones; insiste en la renuencia de los agricultores 

a participar debido a la falta de confianza, las restricciones en las quejas anónimas, la 

ausencia de competencias normativas, la incapacidad de aplicar sanciones significativas, 

la falta de mecanismos adecuados para combatir prácticas comerciales desleales bien 

documentadas y las preocupaciones en materia de desequilibrios relacionados con la 

naturaleza de los mecanismos sancionadores, que no se han tenido debidamente en 

cuenta; lamenta la reticencia de la Comisión a negociar las cuestiones del anonimato y de 

las sanciones; 

25. Pide a la Comisión que evalúe la ICS en términos de efectividad, teniendo en cuenta las 

preocupaciones expresadas por la comunidad agrícola; insta a la Comisión a que evite 

evaluar la iniciativa voluntaria exclusivamente en función del número de participantes 

registrados; 

26. Pide a las instancias competentes que faciliten la incorporación de las organizaciones de 

agricultores (incluidas las organizaciones de productores y sus asociaciones) en el marco 

de los organismos sancionadores nacionales que rigen la cadena de suministro 

alimentario, principalmente garantizando el anonimato de las quejas y un régimen de 

sanciones efectivo; 

27. Recuerda que la Comisión reconoce que la búsqueda de un foro de conveniencia supone 

una amenaza para el funcionamiento del mercado único y perjudica a los intereses de los 

productores primarios; considera que una interpretación común de las normas de buenas 

prácticas adoptadas en 2011 es un elemento esencial para superar este problema, junto 

con una aplicación uniforme de dichas normas y una mayor cooperación entre las 

autoridades sancionadoras de los Estados miembros; 

28. Señala que varios Estados miembros han introducido códigos voluntarios y medidas 
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legislativas con miras a mejorar el funcionamiento de la cadena de suministro; señala la 

existencia del «Groceries Code Adjudicator» (la persona encargada de regular las 

relaciones entre supermercados y suministradores) en el Reino Unido, el caso de 

Portugal, el mediador entre los diferentes eslabones de la cadena alimentaria en Francia, 

la legislación española y la actual iniciativa belga que implica consultas entre las partes; 

hace hincapié en la importancia de la cooperación entre autoridades nacionales y del 

intercambio de mejores prácticas a escala de la Unión; invita a los Estados miembros a 

hacer que se respeten las medidas fijadas en sus legislaciones nacionales; 

29. Opina que los organismos reguladores nacionales independientes para el sector 

alimentario pueden ser una medida eficaz con vistas a combatir las prácticas comerciales 

desleales, dado que con ellos se crea una mayor transparencia a lo largo de la cadena de 

valor y se permiten los controles ex ante como protección ante los abusos de posición 

dominante; pide a la Comisión, a este respecto, que estudie también la posibilidad de 

crear un organismo regulador europeo que pueda asumir una función de coordinación; 

30. Insta a la Comisión a que evalúe los esfuerzos nacionales como modelos posibles para su 

adaptación, a la vez que toma en consideración los problemas específicos del sector 

experimentados y las condiciones y las especificidades de los mercados nacionales; 

31. Considera que es necesaria una legislación marco a escala de la Unión para hacer frente a 

las prácticas comerciales desleales y garantizar que los agricultores y los consumidores 

europeos disponen de la posibilidad de beneficiarse de condiciones de venta y de compra 

equitativas; 

32. Insta a la Comisión a que presente una propuesta para una legislación marco de la Unión 

a su debido momento, con miras a garantizar la igualdad de condiciones dentro del 

mercado único; 

33. Afirma que dicha legislación, que proporcionaría a los productores primarios la seguridad 

jurídica necesaria para abordar sus preocupaciones, junto con medidas que incrementen el 

poder de negociación de los agricultores, es necesaria para completar la ICS y proteger a 

aquellas partes interesadas que ya se han implicado plenamente en esta, asegurando al 

mismo tiempo la erradicación de las prácticas comerciales desleales de la cadena de 

suministro alimentario; 

34. Pide que la legislación marco proteja a todos los proveedores de alimentos, 

independientemente de dónde se encuentren, inclusive terceros países; 

35. Señala que dicha legislación marco europea no debe reducir el nivel de protección de los 

países que ya disponen de una legislación nacional en materia de lucha contra las 

prácticas comerciales desleales entre empresas.  
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